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ACCIONANTE: LUZ MARINA LEONEL RÍOS
ACCIONADO: EMPRESA DE ENERGÍA DE PEREIRA Y OTRO
DECISIÓN: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
VIDA EN CONDICIONES DIGNAS / INSTALACIÓN SERVICIO DE ENERGÍA / ACCIONAR DE LA ENTIDAD DEMANDADA CON APEGO AL CUMPLIMIENTO DE LA LEY / INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN O AMENAZA DE DERECHOS FUNDAMENTALES.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. (…)

Del libelo petitorio presentado por la señora Luz Marina Leonel Ríos, lo que se entrevé es que su interés principal está dirigido, básicamente, a que la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP realice la conexión del servicio público domiciliario de energía eléctrica en el bien inmueble en el cual reside, dado que a su parecer, la empresa accionada ha actuado de manera arbitraria al negar la petición del suministro de energía aduciendo que no se aportaron los documentos necesarios para proceder a la instalación del servicio.

No obstante, la información que obra en el Dossier permite llegar a una conclusión completamente diferente a los dichos de la actora, y es que evidentemente la empresa de Energía de Pereira S.A. ESP no ha vulnerado sus derechos fundamentales, puesto que en su actuar, como bien lo indicó el A Quo, se ha amparado en la normatividad vigente, y si bien, la demandada rechazó la solicitud de la prestación del servicio de energía, fue precisamente porque la solicitante no acreditó que el predio para el cual estaba pidiendo el servicio no se encuentra en zona de riesgo, lo cual inviabiliza la instalación del servicio público que se reclama, no solo por la seguridad de la solicitante, sino también por la de los demás usuarios del servicio. 

Es importante recalcar que la negativa en la prestación del servicio de energía no se da entonces por negligencia atribuible a la empresa de energía, sino porque su obligación es velar por el cumplimiento de la ley, y en ese orden, debe tenerse en cuenta… el artículo 17 de la Resolución CREG 108 de 1997…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS, en contra de la decisión proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el pasado 21 de diciembre de 2018, mediante la cual declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional invocada en contra de la EMPRESA DE ENERGÍA DE PEREIRA S.A. ESP y la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS.

ANTECEDENTES:

La señora Luz Marina Leonel Ríos instauró acción de tutela en contra de la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP. y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, a quienes acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la igualdad, la salud, vida en condiciones dignas y acceso a los servicios públicos domiciliarios. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud son los siguientes:
Manifestó la señora Luz Marina que en el mes febrero de 2018, compró un predio de invasión en el barrio La Albania - 2500 lotes, ubicado en esta ciudad, el cual habita con su esposo que es desplazado del Tolima, su hijo interdicto y su padre de 85 años de edad.
Como quiera que el lote no contaba con los servicios públicos, inició los trámites pertinentes para la instalación de los mismos, por lo que presentó derecho de petición a la Alcaldía de Pereira, entidad que redirigió su solicitud a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, quedando registrada allí el 11 de septiembre de 2018.
El 24 de septiembre de 2018 la Empresa de Energía de Pereira S.A. dio respuesta desfavorable al derecho de petición, argumentando que ella no aportó los documentos necesarios para la instalación del servicio, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición que fue resuelto el 15 de noviembre de 2018 confirmando la negativa a la instalación; también se le indicó que el caso sería remitido a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

Expresó la accionante que a la fecha de interponer la acción de amparo, ni la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, ni la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios le habían dado una solución, razón por la cual acude a la acción de tutela con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales.
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos relacionados en precedencia, solicitó la accionante que se amparen los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y acorde con ello, se ordene a las entidades accionadas que en un término no mayor a 48 horas procedan a la instalación del servicio público de energía en el predio indicado en la acción de tutela.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, avocó el conocimiento de la actuación el día 7 de diciembre de 2018 y ordenó correr traslado de la demanda a las entidades accionadas para que se pronunciaran frente al asunto. 

Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes intervenciones: 

· La Superintendencia de Servicios Públicos domiciliarios argumentó que con respecto al caso concreto realizó una búsqueda en el sistema de información de la entidad, pero para esa fecha (11 de diciembre de 2018) no se había recibido ninguna solicitud relacionada con el requerimiento de la accionante.
Pidió que se declare improcedente la acción de tutela, pues no se ha vulnerado por parte de la Superintendencia los derechos fundamentales a la igualdad, salud, vida en condiciones dignas y acceso a los servicios públicos domiciliarios.
· La Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP explicó que la decisión de no prestar el servicio público domiciliario de energía eléctrica a la señora Luz Marina, se debe a que la usuaria está en la obligación de presentar la documentación requerida que acredite las condiciones mínimas para prestar el servicio en condiciones de seguridad, y para el caso concreto, la accionante no ha aportado el certificado expedido por la Dirección de Gestión de Riesgo del municipio de Pereira (DIGER) en el que conste que el predio para el cual se solicita el servicio se encuentra o no en zona de riesgo mitigable o no mitigable.
Refirió que ante esa negativa, la accionante presentó recurso de apelación el cual fue concedido ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
Por lo anterior solicitó que se deniegue la acción de tutela en contra de la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP., toda vez que no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la accionante, además cuenta con otros mecanismos de defensa tanto administrativos como judiciales.
Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 21 de diciembre de 2018, declarar improcedente la acción de tutela, por cuanto a juicio del Juez la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la accionante, esto atendiendo a que todas las disposiciones que ha tomado, las ha realizado a la luz de la normatividad vigente y sobre las mismas, la accionante ha tenido la oportunidad de ejercer su derecho de contradicción.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez enterada de la decisión de instancia, la señora Luz Marina Leonel Ríos presentó un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial, refirió que el Juez de primera instancia, a la hora de tomar la decisión, no analizó las pruebas que se presentaron con la acción de tutela.
Expresó que el vendedor del lote sí goza del servicio de energía, como lo demostró con la factura de venta No. 41945618, por lo que con la negativa se le estaría vulnerando su derecho a la igualdad.

De igual forma manifestó que el Despacho no tuvo en cuenta el hecho de que las personas que allí habitan se encuentran en situación de vulnerabilidad, su esposo desplazado, su hijo inválido y su padre, un adulto mayor por lo que gozan de protección del estado, lo que incluye la prestación de los servicios públicos básicos.
Finalmente argumentó que el despacho no tuvo en cuenta que la Empresa de Energía de Pereira dio un concepto de favorabilidad para la instalación de energía en el predio referido de acuerdo al Acta de Revisión y / o instalación No. 660477 del 19 de septiembre de 2018.
De acuerdo a los argumentos expuestos, reiteró la petición planteada en su escrito inicial.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la accionante, las entidades accionadas han desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Del libelo petitorio presentado por la señora Luz Marina Leonel Ríos, lo que se entrevé es que su interés principal está dirigido, básicamente, a que la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP realice la conexión del servicio público domiciliario de energía eléctrica en el bien inmueble en el cual reside, dado que a su parecer, la empresa accionada ha actuado de manera arbitraria al negar la petición del suministro de energía aduciendo que no se aportaron los documentos necesarios para proceder a la instalación del servicio.
No obstante, la información que obra en el Dossier permite llegar a una conclusión completamente diferente a los dichos de la actora, y es que evidentemente la empresa de Energía de Pereira S.A. ESP no ha vulnerado sus derechos fundamentales, puesto que en su actuar, como bien lo indicó el A Quo, se ha amparado en la normatividad vigente, y si bien, la demandada rechazó la solicitud de la prestación del servicio de energía, fue precisamente porque la solicitante no acreditó que el predio para el cual estaba pidiendo el servicio no se encuentra en zona de riesgo, lo cual inviabiliza la instalación del servicio público que se reclama, no solo por la seguridad de la solicitante, sino también por la de los demás usuarios del servicio. 

Es importante recalcar que la negativa en la prestación del servicio de energía no se da entonces por negligencia atribuible a la empresa de energía, sino porque su obligación es velar por el cumplimiento de la ley, y en ese orden, debe tenerse en cuenta que el artículo 17 de la Resolución CREG 108 de 1997, señala que la empresa solo podrá negar la solicitud de conexión del servicio en los siguientes casos:
“a) Por razones técnicas susceptibles de ser probadas que estén expresamente previstas en el contrato.

b) Cuando la zona haya sido declarada como de alto riesgo, según 
decisión de la autoridad competente.

c) Cuando el suscriptor potencial no cumpla las condiciones establecidas por la autoridad competente.”
Por lo anterior la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP se abstuvo de realizar la apertura de matrícula hasta tanto se presente el Certificado de Dirección de Gestión de Riesgo de la Alcaldía de Pereira, que indique que el predio sobre el cual se solicita el servicio no está en zona de riesgo. De igual manera, se evidencia que la accionada le informó a la señora Luz Marina Leonel Ríos que puede presentar nuevamente la solicitud del servicio aportando el documento faltante e informando los procesos anteriores mediante los cuales aportó el resto de la documentación.
Bajo tales circunstancias, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado la empresa de Energía de Pereira S.A. ESP a los derechos fundamentales de la señora Luz Marina, como ha quedado claro, esa entidad ha actuado conforme a la normatividad vigente, y sus decisiones han sido comunicadas a la accionante de manera oportuna, además, y sobre aquellas la señora Luz Marina ha tenido la oportunidad de ejercer su derecho de contradicción, razón por la cual, como consta en el expediente, la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP le concedió a la señora Luz Marina Leonel Ríos el recurso de apelación en contra de la decisión empresarial No. 5021757, el cual fue enviado a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios para que se pronuncie frente al mismo. 
De conformidad con lo dicho hasta ahora, la presente acción constitucional resulta improcedente, tal como lo ha señalado el Órgano de Cierre en materia Constitucional, en asuntos como el que hoy nos ocupa: 
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.” 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la accionante que le sea atribuible a la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, por tanto, la decisión de primer nivel se habrá de confirmar.
A pesar de lo anterior, se exhortará a la Superintendencia de Servicios Públicos domiciliarios para que proceda a dar trámite de manera oportuna al recurso de apelación presentado por la accionante en contra de la decisión empresarial No.5021757, el cual fue enviado por la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP el pasado 11 de diciembre de 2018. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 21 de diciembre de 2018, mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela instaurada por la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: EXHORTAR a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, para que proceda a dar trámite de manera oportuna al recurso de apelación presentado por la accionante en contra de la decisión empresarial No.5021757, el cual fue enviado por la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP el pasado 11 de diciembre de 2018. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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